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Certiorari 

procedente del 

Tribunal de 

Primera 

Instancia, Sala 

de San Juan    

 

Caso Núm.:  

K EF2005-0084 

 

Sobre: 

Expropiación 

Forzosa 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado Schwarz 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

Comparece Rexach Hermanos, Inc., en adelante 

Rexach o el peticionario, y solicita que revoquemos 

una Orden emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan, en adelante TPI, mediante 

la cual determinó que “[…] una vez se dicte sentencia 

definitiva se pagará a la parte con interés cualquier 

suma adeudada computándosele intereses de forma simple 

y no compuesta, conforme sección 5B de la Ley de 

Expropiaciones, 32 LPRA 2908”. 

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se deniega la expedición del auto de 

certiorari. 

-I- 

Surge del expediente que, en el contexto de un 

pleito sobre expropiación forzosa, la Autoridad de 

Carreteras y Transportación de Puerto Rico, en 

adelante la Autoridad o la recurrida, presentó una 

Petición contra el Sr. José Collazo Pérez, en adelante 
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el señor Collazo, Rexach, John Doe y Richard Roe, en 

conjunto las partes con interés. La Autoridad 

interesaba adquirir un título de dominio absoluto 

sobre las propiedades de aquellas. La recurrida estimó 

como compensación justa y razonable la suma de 

$30,540.00, que alegadamente depositó en la Secretaría 

del TPI, para que se distribuyera entre las personas 

y/o entidades con derecho a ello.1 Además, anejó con su 

petición el “Exhibit A” donde incluyó una descripción, 

tanto de las propiedades a ser expropiadas, como de la 

justa compensación que consignaría.2   

 Luego de un extenso trámite procesal, la 

Autoridad presentó una Moción solicitando tercera 

enmienda al Exhibit A. Expresó que, además de las 

estructuras previamente mencionadas en el Exhibit A, 

era necesaria la adquisición de la Estructura 33. En 

vista de ello, acompañó el Exhibit A enmendado para 

señalar la totalidad de las estructuras a ser 

adquiridas y conformar la justa compensación. A esos 

fines, consignó un cheque por la cantidad de 

$111,504.83 que alegadamente incluía la suma adicional 

adeudada y los intereses legales computados desde la 

fecha de presentación del caso.3  

 La Moción solicitando tercera enmienda al Exhibit 

A, fue declarada Ha Lugar mediante Resolución emitida 

el 23 de mayo de 2016.4  

 A la luz de lo anterior, el peticionario presentó 

una Moción reclamando titularidad de Estructura 33. 

Sostuvo que la estructura incluida en la enmienda era 

 
1 Véase, apéndice del peticionario, Anejo 1, Petición, págs. 1-8. 
2 Id., pág. 5. 
3 Id., Anejo 3, Moción Solicitando Tercera Enmienda al “Exhibit 

A”, págs. 12-14. 
4 Id., Anejo 4, Resolución, págs. 15-17. 
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de su propiedad, por lo que comparecería a solicitar 

el retiro de los fondos. Planteó esto con el propósito 

de evitar que se entregaran fondos a la persona 

equivocada.5  

 El 18 de enero de 2017, Rexach presentó una 

Moción solicitando se dicte sentencia sumaria parcial 

desestimando la reclamación de José Collazo Pérez e 

Iris Tavares Marrero como partes con interés en la 

Estructura #33 (Locales A y C) al amparo de la Regla 

36 de Procedimiento Civil. En síntesis, la solicitud 

iba dirigida a que el TPI declarara al peticionario 

como único titular y parte con interés en la 

expropiación de la Estructura 33, con derecho a justa 

compensación.6 

 Atendida la referida solicitud, el 10 de febrero 

de 2020, el TPI dictó Sentencia Sumaria Interlocutoria 

concluyendo, en lo pertinente:  

[…] quedó demostrada la inexistencia de 

controversias de carácter sustancial 

respecto a que Rexach Hermanos, Inc. es la 

única parte con interés en la Estructura 

Número 33, compuesta por el Local A y el 

Local C.7  

 

Después de advenir final y firme la Sentencia 

Sumaria, el peticionario presentó una “Moción 

solicitando se ordene el retiro de los fondos bajo 

protesta correspondientes a Rexach Hermanos, Inc. en 

virtud de Sentencia Sumaria Parcial notificada el 11 

de febrero de 2020”. Adujo que no se proponía 

cuestionar el valor estimado sobre la estructura 33, 

 
5 Id., Anejo 5, Moción reclamando titularidad de Estructura 33, 

págs. 18-19. 
6 Id., Anejo 6, Moción solicitando se dicte Sentencia Sumaria 

Parcial desestimando la reclamación de José Collazo Pérez e Iris 

Tavares Marrero como partes con interés en la Estructura #33 

(Locales A y C) al amparo de la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

págs. 20-38. 
7 Id., Anejo 7, Sentencia Sumaria Interlocutoria, págs. 39-54. 
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pero antes de allanarse necesitaba conocer y verificar 

la corrección del cómputo de los intereses, por formar 

parte de la justa compensación. En consecuencia, 

solicitó al TPI que de conformidad con las 

disposiciones del Código Civil, la Ley de Expropiación 

Forzosa, la Constitución de Puerto Rico y Estados 

Unidos, así como con la jurisprudencia interpretativa, 

ordenara a la Autoridad a computar los intereses 

correspondientes a la suma de $88,125.00, valor 

estimado de la estructura 33.8 

Así las cosas, el TPI emitió una Orden en la que 

dispuso:  

Expídase cheque por $88,125 a favor de 

Rexach. En cuanto a la controversia sobre 

los intereses a ser consignados, dispone 

parte con interés de 20 días para 

presentar el cómputo que opone al estimado 

por la peticionaria por dicho concepto en 

su moción del 3 de marzo de 2020, conforme 

ordenado desde el 9 de mayo de 2020.9  

 

Cónsono con lo anterior, Rexach presentó una 

Moción en cumplimiento con la Orden fechada 30 de 

septiembre de 2020 y notificada el 9 de octubre de 

2020. Sostuvo que procedía ordenar a la Autoridad que 

consignara la cantidad de $9,923.29, por concepto de 

intereses, para completar la cantidad de justa 

compensación por la estructura 33.10  

Por su parte, la recurrida presentó una Moción en 

cumplimiento de orden, en la que declaró que, el 17 de 

mayo de 2016, consignó la suma de $111,504.83 

($95,465.00 por la estructura 33 y $16,039.83 por 

intereses). Estimó que la cantidad correcta de 

 
8 Id., Anejo 8, Moción solicitando se ordene el retiro de los 

fondos bajo protesta correspondientes a Rexach Hermanos, Inc. en 

virtud de Sentencia Sumaria Parcial notificada el 11 de febrero 

de 2020, págs. 55-58. 
9 Id., Anejo 9, Orden, pág. 59. 
10 Id., Anejo 10, Moción cumpliendo con la orden fechada 30 de 

septiembre y notificada el 9 de octubre de 2020, págs. 60-64. 
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intereses debió haber sido $17,341.25 y no la 

previamente consignada por $16,039.83. Aduce que había 

una diferencia de $1,301.42, computados según la 

enmienda a la Ley General de Expropiaciones, sección 

2908, del 8 de octubre de 2015. A su entender, la 

enmienda añadió el concepto de pago semestral de 

acuerdo con el reglamento de la Oficina del 

Comisionado de Instituciones Financieras, en adelante 

OCIF, y aclaró que los intereses serían computados de 

manera simple.11 

En desacuerdo, Rexach presentó una Moción en 

torno a escrito sobre cumplimiento de orden fechado 17 

de noviembre de 2020. Argumentó, en síntesis, que la 

Ley Núm. 167-2015 es inconstitucional al violentar la 

doctrina de separación de poderes y pretender dejar 

sin efecto la opinión del Tribunal Supremo de Puerto 

Rico, en adelante TSPR, en Aut. Carreteras v. 

8,554.741 mc II, 172 DPR 1050 (2008). Considera que el 

TSPR interpretó el alcance del Artículo II, sección 9 

de la Constitución de Puerto Rico, sobre la manera en 

que se deben computar los intereses que forman la 

justa compensación en casos de expropiación forzosa. 

Sostuvo que la Ley Núm. 167-2015 “es un burdo intento 

de “revisar” o “revocar” la norma establecida por el 

Tribunal Supremo […]”. En consecuencia, argumentó que 

hay que computar los intereses siguiendo la norma 

constitucional establecida por el TSPR en Aut. 

Carreteras v. 8,554.741 mc II, supra, y Aut. 

Carreteras v. 8,554.741 mc I, 172 DPR 278 (2008).12 

Configurada la controversia, el TPI resolvió:  

 
11 Id., Anejo 11, Moción en cumplimiento de Orden, págs. 65-68. 
12 Id., Anejo 12, Moción en torno a escrito sobre cumplimiento de 

orden fechado 17 de noviembre de 2020, págs. 69-86. 
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Adviertan las partes que una vez se dicte 

sentencia definitiva se pagará a la parte 

con interés cualquier suma adecuada 

computándosele intereses de forma simple y 

no compuesta, conforme sección 5B de la 

Ley de Expropiaciones, 32 LPRA 2908.13 

 

Insatisfecho, Rexach presentó una moción de 

reconsideración14 la cual fue oportunamente denegada 

por el TPI.15  

Inconforme con dicha determinación, el 

peticionario presentó una Solicitud de Certiorari en 

la que alega que el TPI cometió los siguientes 

errores: 

Erró el TPI al dictar orden del 12 de 

enero de 2021 aplicando una Ley de 2015 a 

hechos ocurridos en el 2005, en clara y 

palpable violación a la doctrina que 

prohíbe la aplicación retroactiva de leyes 

para menoscabar derechos adquiridos bajo 

la ley anterior.  

 

Erró el TPI en su orden del 12 de enero de 

2021 al aplicar una Ley que viola la 

interpretación judicial que del T.S.P.R. 

en el caso de Autoridad de Carreteras v. 

8.554.741 m2 II, 172 D.P.R. 1050 (2008), 

el cual, en su facultad de ser el último 

interprete de la Constitución, determinó 

que los intereses de la justa compensación 

se pagan de manera compuesta o 

capitalizada. La orden que aplica la Ley 

167-2015 y la propia Ley violan la 

Doctrina de separación de poderes.  

   

Examinados los escritos de las partes y los 

documentos que obran en autos estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil16 regula la 

revisión discrecional de las resoluciones u órdenes 

 
13 Id., Anejo 13, Orden, págs. 87-88. 
14 Id., Anejo 14, Moción solicitando reconsideración de orden 

dictada el 12 de enero y notificada el 22 de enero de 2021 y 

escrito impugnando la constitucionalidad de la Ley 167-2015 tanto 

en su faz como en su aplicación, págs. 89-109. 
15 Id., Anejo 15, Orden, pág. 110. 
16 Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 
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interlocutorias emitidas por el Tribunal de Primera 

Instancia en los siguientes términos:   

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra 

de una resolución u orden bajo las Reglas 

56 y 57 de este apéndice o de la 

denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción 

a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal 

de Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por 

el Tribunal de Primera Instancia cuando se 

recurra de decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a 

privilegios evidenciarios, anotaciones de 

rebeldía, en casos de relaciones de 

familia, en casos que revistan interés 

público o en cualquier otra situación en 

la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia.[…].17 

 

B. 

 

“El recurso de certiorari es un auto procesal 

extraordinario por el cual un peticionario solicita a 

un tribunal de mayor jerarquía que revise y corrija 

las determinaciones de un tribunal inferior”.18 

Distinto al recurso de apelación, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el 

auto de certiorari de manera discrecional, por 

tratarse de ordinario de asuntos interlocutorios. Sin 

embargo, nuestra discreción debe ejercerse dentro de 

un parámetro de razonabilidad, que procure siempre 

lograr una solución justiciera.19 

 Por su parte, a fin de que este Tribunal pueda 

ejercer su discreción de manera prudente, la Regla 40 

 
17 Id. 
18 Pueblo v. Rivera Montalvo, 205 DPR __ (2020), 2020 TSPR 116; 

Véase, además, Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 

723, 728-729 (2016); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); 

Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). 
19 Municipio v. JRO Construction, 201 DPR 703,712 (2019); Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83 (2008). Véase, además, 

Pueblo v. Rivera Montalvo, supra. 
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de su Reglamento20, establece los criterios que dicho 

foro debe considerar al determinar si procede o no 

expedir un auto de certiorari.21  Sobre el particular 

dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de 

una orden de mostrar causa: 

 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de 

sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada 

es la más indicada para el análisis 

del problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad 

o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz 

de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que 

se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la 

solución final del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.22 

 

C. 

 

El 8 de octubre de 2015, se aprobó la Ley Núm. 

167, en adelante Ley Núm. 167-2015, para enmendar la 

Sección 5(b) de la Ley de 12 de marzo de 1903, supra, 

para, entre otras cosas, disponer la forma de computar 

los intereses en casos de expropiación forzosa y 

 
20 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
21 Municipio v. JRO Construction, supra. 
22 Id.; 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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proveer el mecanismo para el pago de las sentencias en 

dichos casos.  

La Exposición de Motivos de dicho cuerpo 

normativo dispone: 

Ahora bien, en casos de expropiaciones 

donde media el pago de una suma de dinero, 

también procede el pago de intereses. Como 

norma general, en los casos que involucra 

el pago de una cantidad líquida, se paga 

el interés simple. Sin embargo, ante los 

tribunales se ha generado una controversia 

en cuanto a la forma de pagar los 

intereses en casos de expropiaciones, por 

lo que están divididos en torno a si lo 

que procede es el pago de un interés 

simple o uno compuesto. Ello a pesar de 

que no existe justificación para que en 

tales casos el interés sea uno distinto a 

la norma general ya establecida, puesto 

que el pago de intereses es adicional a la 

suma ya establecida como justa 

compensación, y lo que se persigue con el 

pago de intereses es el compensar por la 

dilación en pagar la suma previamente 

establecida. Por lo tanto, con la enmienda 

aquí propuesta, se estaría aclarando que 

no proceden los intereses compuestos en 

casos de expropiaciones, sino que se 

pagará un interés simple.  

[…]. (Énfasis suplido). 

 

 En lo pertinente, la Sección 5 (b), según 

enmendada en la Ley Núm. 167-2015, dispone lo 

siguiente:  

En cualquier sentencia dictada en un 

procedimiento de expropiación forzosa para 

la adquisición de propiedad privada o de 

cualquier derecho sobre la misma para uso 

público o aprovechamiento en beneficio de 

la comunidad, entablado por el Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico o Gobierno 

Estatal directamente, o a su nombre por 

cualquier agencia, autoridad, 

instrumentalidad o funcionario del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico, en que la 

cantidad determinada por el tribunal como 

justa compensación por la propiedad o los 

derechos en la misma objeto de tal 

procedimiento, tanto en caso de trasmisión 

del título como de la mera posesión sin 

trasmisión del título, sea mayor que la 

cantidad fijada por el demandante y 

depositada en el tribunal como justa 

compensación por tal propiedad o derechos 

en la misma, el Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico pagará el importe de la 
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diferencia entre la suma así fijada por el 

demandante y depositada por él en el 

tribunal y la cantidad que a tal efecto 

haya determinado el tribunal como justa 

compensación por dicha propiedad o 

derechos en las mismas objeto de tal 

procedimiento, con intereses a razón del 

tipo de interés anual que fije por 

Reglamento la Junta Financiera de la 

Oficina del Comisionado de Instituciones 

Financieras y que esté en vigor al momento 

de dictarse la sentencia, de conformidad 

con la Regla 44.3 de las de Procedimiento 

Civil, sobre tal diferencia a contar desde 

la fecha de la adquisición de tal 

propiedad o derechos y desde esta fecha 

hasta la del pago de dicha diferencia.  En 

los casos donde el periodo entre la 

incautación y el pago total del Estado 

exceda un semestre, el Tribunal deberá 

considerar las variaciones en las tasas de 

interés aplicables a los semestres 

comprendidos entre la fecha de la 

expropiación hasta la fecha del pago total 

de la justa compensación, según 

determinados por la Oficina del 

Comisionado de Instituciones Financieras 

(OCIF)23; disponiéndose que los intereses 

se computarán de forma simple y no 

compuesta. Disponiéndose, además, que en 

los casos en que el demandado o demandados 

apelen de la sentencia fijando la 

compensación y el Tribunal Supremo 

confirmase dicha sentencia o rebajase la 

compensación concedida, el apelante no 

recobrará intereses por el período de 

tiempo comprendido entre la fecha de 

radicación del escrito de apelación y 

hasta que la sentencia del Tribunal 

Supremo fuera final, firme y ejecutoria. 

 

Una vez la sentencia emitida advenga 

final y firme, se pagará al demandado en 

dicho procedimiento de expropiación el 

importe de la diferencia que se especifica 

en el párrafo anterior, con intereses 

sobre la misma, con cargo a la asignación 

disponible para esos efectos, cuya 

sentencia tendrá la prelación dispuesta en 

el Artículo 4(c) de la Ley 147 de 18 de 

junio de 1980, según enmendada, en las 

situaciones donde se active la Sección 8, 

Artículo VI de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico.”24 (Énfasis 

suplido). 

 

 

 

 

 

 
23 Norma establecida en los casos Aut. Carreteras v. 8,554.741 mc 

I, supra, y Aut. Carreteras v. 8,554.741 mc II, supra. 
24 32 LPRA sec. 2908. 
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-III- 

 

 El peticionario alega que el TPI erró al aplicar 

la Ley Núm. 167-2015, supra, en violación a la 

doctrina que prohíbe la aplicación retroactiva de las 

leyes, menoscabando sus derechos adquiridos bajo la 

Ley Núm. 187-1997, supra. Asimismo, arguye que la Ley 

Núm. 167-2015, supra, viola la interpretación judicial 

del TSPR en los casos Aut. Carreteras v. 8,554.741 mc 

I, supra, y Aut. Carreteras v. 8,554.741 mc II, supra. 

A esos efectos, sostiene que, en la referida 

jurisprudencia, el TSPR determinó que los intereses de 

la justa compensación se pagan de manera compuesta o 

capitalizada. En consecuencia, solicita que deneguemos 

la resolución recurrida y devolvamos el caso al TPI 

“para que se imputen correctamente los intereses”.  

Para comenzar, la Orden recurrida no se subsume 

bajo ninguno de los fundamentos de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra.25 Sin embargo, por 

excepción a lo expuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podría atender el recurso por considerar, 

que en la medida en que involucra el desembolso de 

fondos públicos, reviste un interés público. 

Ahora bien, examinados cuidadosamente los 

documentos ante nuestra consideración, así como la 

jurisprudencia citada por el peticionario, 

determinamos que la Orden recurrida no es contraria a 

derecho, por lo cual declinamos expedir el auto 

solicitado. Regla 40 (A) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, supra. Nótese que la sentencia se 

dictó el 10 de febrero de 2020, vigente la Ley Núm. 

 
25 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
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167-2015, que claramente establece que los intereses 

se imputan de forma simple y no compuesta, supra.26 

Finalmente, no existe ninguna otra circunstancia, 

al amparo de la Regla 40 de nuestro Reglamento, que 

justifique la expedición del auto discrecional 

solicitado. 

-IV- 

Por los fundamentos expresados, se deniega la 

expedición del auto de Certiorari solicitado. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
26 Si una ley es clara y libre de ambigüedad no hay necesidad de 

mirar más allá de la letra para buscar la intención legislativa. 

Báez Rodríguez et al. v. ELA, 179 DPR 231, 244-245 (2010). 


